
15www.diariolongino.clLunes 18 de Agosto de 2025

En una sala colmada por equipos inves-
tigativos y defensas, el Juzgado de Le-
tras y Garantía de Puerto Aysén realizó 
este domingo la audiencia de control de 
detención del civil y los tres cabos del 
Ejército detenidos el sábado 16 de agos-
to en el marco de una entrega vigilada 
por tráfico de drogas. La investigación, 
dirigida por el fiscal de Pudahuel, Daniel 
Contreras, está radicada en la Fiscalía 
Metropolitana Occidente y se origina 
tras la detección de una encomienda con 
11.492,5 gramos de marihuana enviada 
desde Chillán hacia la Región de Aysén.
De acuerdo con los antecedentes ex-
puestos, la carga ilícita —diez paquetes 
envueltos en papel alusa y aluminio 
dentro de una caja de cartón— fue iden-
tificada en controles rutinarios por la 
empresa de transporte en el aeropuerto. 
Tras el hallazgo, se dio aviso inmediato 
a la Policía de Investigaciones. La Briga-
da Antinarcóticos Aeropuerto (Briant 
Aeropuerto) se trasladó hasta Puerto 
Aysén para montar una entrega contro-
lada y supervisar el retiro en un local de 
Chilexpress.
El operativo se concretó alrededor de 
las 13.00 horas del sábado. Cuando los 
cuatro imputados llegaron al local —tres 
militares en servicio activo del Regimien-
to N°8 Chiloé de la IV División de Ejér-
cito y un civil—, funcionarios de la PDI 

Control de detención en Puerto 
Aysén por envío de droga: prisión 
preventiva para dos imputados 
y arresto domiciliario para otros 

dos cabos del Ejército

El Juzgado de Letras y Garantía de Puerto Aysén 
realizó este domingo la audiencia de control de 
detención de un civil y tres cabos del Ejército in-
vestigados por la Fiscalía Metropolitana Occidente 
por el envío de 11,4 kilos de marihuana mediante 
encomienda. La jueza decretó prisión preventiva 
para el civil N.L.F. y el suboficial A.D.P., mientras 
que A.T.M. y V.V.C. quedaron con arresto domici-
liario total y arraigo. El Ministerio Público apeló 
verbalmente y los cuatro permanecerán detenidos 
a la espera de lo que resuelva la Corte de Coyhai-
que. El plazo de investigación fue fijado en 75 días.

ejecutaron las detenciones. Según el re-
lato fiscal, el civil N.L.F., quien realizó el 
servicio militar en el Regimiento Chiloé 
hace dos años, figuraba como destina-
tario del envío. Él y el suboficial A.D.P., 
que conducía el vehículo, ingresaron a 
la oficina para retirar la encomienda, 
mientras los cabos A.T.M. y V.V.C. aguar-
daron en el exterior.
En audiencia, la fiscal especializada en 
delitos de tráfico de estupefacientes, 
María Inés Núñez Briso, defendió la 
legalidad de las detenciones bajo hipó-
tesis de flagrancia y solicitó la prisión 
preventiva de los cuatro investigados 
por considerarlos un peligro para la se-
guridad de la sociedad y por el riesgo de 
fuga. La persecutora fundamentó que 
la entrega vigilada permitió acreditar la 
coordinación para retirar el paquete y 

que la sustancia incautada corresponde 
a marihuana, en cantidad y presenta-
ción compatibles con fines de tráfico.
Las defensas rebatieron la imputación 
de participación. El abogado Roberto Sil-
va, representante de los cabos A.T.M. y 
V.V.C., sostuvo que sus defendidos “esta-
ban en el momento y lugar equivocado” 
y que se habían coordinado para “tomar 
mate” en la costanera con los otros dos 
imputados, sin conocer el contenido 
de la encomienda. Añadió que espera 
que las pericias a los teléfonos móviles 
confirmen esa versión. Por su parte, el 
abogado Aldo Basquee, en defensa del 
suboficial A.D.P., afirmó que los tres 
uniformados desconocían lo que había 
en el paquete y que su representado 
solo acompañó al civil “como un favor”. 
El defensor del civil, Alex Bollmann, 

recalcó que su cliente colaboró con la 
indagatoria y coincidió en que el resto 
no habría tenido intervención en el 
delito.
Tras oír a las partes, la jueza Dalia Illez-
ca Carrasco resolvió medidas cautelares 
diferenciadas. Respecto del civil N.L.F. y 
del suboficial A.D.P., estimó que la Fis-
calía aportó antecedentes suficientes 
que permitirían, en esta etapa, pre-
sumir fundadamente su participación 
en el ilícito, accediendo a la prisión 
preventiva de ambos. En cuanto a los 
cabos A.T.M. y V.V.C., el tribunal advirtió 
que “el Ministerio Público no ha dado 
cuenta de antecedentes que permitan 
suponer fundadamente la participación 
de ambos imputados en el ilícito”, y 
decretó su arresto domiciliario total y 
arraigo nacional para asegurar su suje-
ción al proceso.
De forma inmediata, el Ministerio Pú-
blico interpuso apelación verbal para 
buscar la prisión preventiva de los cua-
tro investigados. Con ello, la causa que-
dó a la espera de la revisión de la Corte 
de Apelaciones de Coyhaique; hasta 
que el tribunal de alzada se pronuncie, 
todos los imputados permanecerán 

privados de libertad.
En paralelo al trámite judicial, la IV Di-
visión de Ejército difundió un comuni-
cado en el que manifestó su rechazo a 
“toda actividad ilícita que va en contra 
de los valores y principios instituciona-
les” y comprometió “plena colabora-
ción con las autoridades competentes 
en el desarrollo de las diligencias para 
el esclarecimiento de los hechos”. La 
institución mantiene, además, accio-
nes de control interno robustecidas 
en las últimas semanas, luego de que 
siete suboficiales fueran desvinculados y 
enviados a prisión preventiva el 26 de junio 
por un caso distinto, vinculado al traslado 
de drogas desde Tarapacá hacia la zona 
central.
La Fiscalía Metropolitana Occidente fijó un 
plazo de investigación de 75 días, periodo 
en el que se realizarán pericias químicas, 
análisis de trazas y comunicaciones, le-
vantamiento de cámaras, diligencias de 
inteligencia logística del envío y eventuales 
vinculaciones con otras rutas o remitentes. 
La PDI continuará con el análisis de los dis-
positivos incautados para establecer flujos 
de coordinación, rutas de financiamiento y 
eventuales participaciones de terceros.

La audiencia dejó instaladas dos claves pro-
cesales. Por un lado, el uso de la entrega vi-
gilada como herramienta probatoria central 
en casos de tráfico por encomienda, moda-
lidad que se ha sofisticado con envíos frag-
mentados y encubrimientos caseros (como 
papeles metálicos y plásticos) para eludir 
escáneres y canes detectores. Por otro, el 
estándar de cautelares diferenciadas según 
la evidencia disponible para cada imputado, 
en línea con los parámetros que exigen pro-
porcionalidad y finalidad cautelar, y que, en 
este caso, será revisado por el tribunal de 
alzada a solicitud del ente persecutor.
Mientras tanto, la comunidad de Puerto 
Aysén observa con atención los siguientes 
pasos de la causa, que volvió a poner en 
el centro del debate las rutas de abasteci-
miento y distribución de droga hacia zonas 
australes, así como la necesaria coordina-
ción entre empresas de transporte, agen-
cias aeroportuarias y policías para detectar 
y frenar este tipo de envíos. La resolución 
de la Corte de Coyhaique será el próximo 
hito del expediente, antes de avanzar hacia 
la formalización detallada de cargos y la 
eventual definición de nuevas diligen-
cias intrusivas, siempre bajo control 
judicial.

El Ministerio Público entregó nuevos antece-
dentes sobre el procedimiento que se activó 
tras la detención en Colombia de Alberto Car-
los Mejía Hernández, imputado en la investi-
gación por el homicidio del conocido “Rey de 
Meiggs”. De acuerdo con la Fiscalía, el sujeto 
fue capturado en plena vía pública de Barran-
cabermeja, ciudad situada a casi 300 kilóme-
tros de la frontera con Venezuela, país al que 
huyó después de ser vinculado al caso.
Francisco Andaur, abogado asesor de la Uni-
dad Especializada en Cooperación Interna-
cional y Extradiciones (UCIEX) de la Fiscalía 
Nacional, explicó que la aprehensión “se ori-
gina en virtud de una notificación roja que fue 
publicada por las autoridades chilenas a tra-
vés del sistema de Interpol”. Añadió que “esta 
publicación es en virtud de la investigación 
dirigida por la Fiscalía Regional Metropolitana 
Oriente, donde trabajan en conjunto equipos 
de Carabineros y la PDI”, subrayando la coor-
dinación operativa que permitió ubicar al im-
putado fuera del país.

Según detalló Andaur, el Ministerio Público 
tomó conocimiento de la captura mediante 
un mensaje oficial remitido por la oficina de 
Interpol Bogotá a su par en Santiago. “Lo que 
viene es empezar los trámites de extradición 
ante el juzgado de garantía correspondiente”, 
señaló. A partir de esa actuación, el caso in-
gresa a una fase judicial en Chile que, por regla 
general, considera la presentación de antece-
dentes de la causa y la tramitación de solicitu-
des formales para asegurar la comparecencia 
del requerido.
El abogado precisó que, en paralelo, la per-
secución penal contempla instancias ante 
tribunales superiores para asegurar medidas 
cautelares asociadas al proceso. “Luego ante 
la Corte de Apelaciones se puede discutir la 
posibilidad de establecer la medida cautelar 
de detención previa de esta persona para que 
podamos formalizarla en Chile”, indicó. Dicho 
hito —agregó— permite resguardar el objeti-
vo esencial de la extradición activa: que el im-
putado sea puesto a disposición de la justicia 

UCIEX detalla pasos de la extradición 
de imputado por el homicidio 

del “Rey de Meiggs”: detenido en 
Colombia tras notificación roja

chilena para iniciar su formalización por los 
delitos que se le atribuyen.
Mientras se desarrollan las etapas judiciales, 
el componente diplomático corre por una 
vía paralela. Andaur recalcó que el Estado 
mantiene comunicaciones formales con Co-
lombia a través del Ministerio de Relaciones 
Exteriores, canal indispensable para cursar los 
requerimientos de cooperación, remitir docu-
mentación certificada y responder eventuales 
solicitudes de información adicional de las 
autoridades colombianas. Este intercambio, 
habitual en causas complejas de crimen trans-
nacional, busca acelerar los plazos dentro del 
marco legal vigente en ambos países.
Desde el Ejecutivo, el ministro de Seguridad, 
Luis Cordero, destacó la captura y valoró el 
desempeño de la cooperación bilateral. En 
conversación con Estado Nacional (TVN), sos-
tuvo que existe una “cooperación activa” con 
Colombia y que casos similares “se han resuel-
to de manera muy expedita”. Consultado por 
los tiempos, planteó una expectativa acotada: 
“Esperemos que no más allá de dos o tres me-
ses. Pero dado que hay un procedimiento de 
extradición de por medio... Esa es la expectati-
va, dos o tres meses pudiera estar aquí”.
En términos prácticos, la ruta que sigue el pro-
ceso considera la preparación del cuaderno 
de extradición con la evidencia disponible en 

la investigación que dirige la Fiscalía Metro-
politana Oriente, junto con las resoluciones y 
piezas procesales que fundamentan el reque-
rimiento. Una vez cursada la solicitud por la 
vía diplomática, corresponde a las autoridades 
colombianas —conforme a su normativa inter-
na y a los tratados de cooperación aplicables— 
conocer y resolver sobre la entrega del reque-
rido. Durante ese lapso, pueden disponerse 
medidas cautelares en el país requerido para 
evitar riesgos de fuga.
La Fiscalía remarcó que, más allá de los plazos 
estimados por la autoridad de Gobierno, la du-
ración efectiva del trámite depende de varia-
bles jurisdiccionales en Colombia: agenda de 
los tribunales competentes, eventuales recur-
sos de la defensa y la verificación de requisitos 
formales y sustantivos de la petición. No obs-
tante, tanto el intercambio directo entre Inter-
pol Bogotá y Santiago como la coordinación 
entre UCIEX, Cancillería y las policías chilenas 
apuntan a mantener un flujo de información 
constante que permita acelerar cada etapa.
La detención de Mejía Hernández representa 
un avance relevante en la arista internacional 
del caso que investiga el homicidio del “Rey de 
Meiggs”. Para el Ministerio Público, la priori-
dad inmediata es asegurar que el imputado 
arribe a Chile bajo custodia para ser formali-
zado, oportunidad en la que se expondrán en 

detalle los cargos y los antecedentes reunidos 
durante la indagatoria. A contar de ese mo-
mento, corresponderá a los tribunales resol-
ver las medidas cautelares que aseguren el 
desarrollo del proceso y la comparecencia del 
acusado, en resguardo de la investigación y de 
los intereses de la víctima y su entorno.
En paralelo, las instituciones involucradas 
reiteraron que la cooperación internacional 
en materia penal es hoy una herramienta 
indispensable para enfrentar delitos que tras-
pasan fronteras, especialmente cuando los 
imputados buscan eludir la acción de la justi-
cia desplazándose a terceros países. La expe-
riencia reciente, sostienen, demuestra que la 
combinación de alertas tempranas (como las 
notificaciones rojas de Interpol), coordinación 

policial y canales diplomáticos activos pue-
de traducirse en resultados concretos para 
la persecución penal y la protección de las 
comunidades.
A la espera de las próximas resoluciones ju-
diciales, la causa continuará su curso con las 
diligencias pertinentes y con el seguimiento 
estrecho de los equipos especializados en 
cooperación internacional. Si los plazos pro-
yectados se cumplen y la extradición se ma-
terializa sin incidentes, el imputado podría 
enfrentar su primera audiencia en un tribunal 
chileno en el corto plazo. La investigación, en 
tanto, seguirá avanzando con el objetivo de 
esclarecer completamente los hechos y esta-
blecer responsabilidades, en el marco de las 
garantías del debido proceso.

Fecha:
Vpe:
Vpe pág:
Vpe portada:

18/08/2025
    $226.064
    $515.658
    $515.658

Audiencia:
Tirada:
Difusión:
Ocupación:

      10.800
       3.600
       3.600
      43,84%

Sección:
Frecuencia:

ACTUALIDAD
0

Pág: 15


